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CORTE CONSTITUCIONAL


	COMUNICADO No. 12

Marzo 13 de 2013


LA RAZONES QUE SE EXPONEN COMO FUNDAMENTO DEL CARGO DE INCONSTITUCIONALIDAD PARTEN DE UNA INTERPRETACIÓN QUE NO TIENE LA NORMA ACUSADA. POR TAL MOTIVO, NO ES VIABLE ENTRAR A UN ANÁLISIS Y DECISIÓN DE FONDO SOBRE SU CONSTITUCIONALIDAD

	VII. EXPEDIENTE D-9234 - SENTENCIA C-126/13 
M.P. 



1. Norma acusada 
LEY 1551 DE 2012
(julio 6)
Por la cual se dictan normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios
Artículo 45. No procedibilidad de medidas cautelares. La medida cautelar del embargo no aplicará sobre los recursos del sistema general de participaciones ni sobre los del sistema general de regalías, ni de las rentas propias de destinación específica para el gasto social de los Municipios en los procesos contenciosos adelantados en su contra. 
En los procesos ejecutivos en que sea parte demandada un municipio solo se podrá decretar embargos una vez ejecutoriada la sentencia que ordena seguir adelante con la ejecución. 
En ningún caso procederán embargos de sumas de dinero correspondientes a recaudos tributarios o de otra naturaleza que hagan particulares a favor de los municipios, antes de que estos hayan sido formalmente declarados y pagados por el responsable tributario correspondiente. 
Parágrafo . De todas formas, corresponde a los alcaldes asegurar el cumplimiento de las obligaciones a cargo del municipio, para lo cual deberán adoptar las medidas fiscales y presupuestales que se requieran para garantizar los derechos de los acreedores y cumplir con el principio de finanzas sanas. 

2. Decisión 
Declararse INHIBIDA para decidir sobre la constitucionalidad de los incisos primero, segundo y tercero del artículo 45 de la Ley 1551 de 2012. 

3. Síntesis de los fundamentos 
La Corte constató que en la presente demanda no solo se atribuyó a la disposición acusada un alcance que no tiene, sino que omitió también interpretar los incisos impugnados junto con su parágrafo, según el cual le corresponde a los alcaldes asegurar el cumplimiento de las obligaciones a cargo del municipio, para lo cual deberán adoptar las medidas fiscales y presupuestales que se requieran para garantizar los derechos de los acreedores y cumplir con el principio de finanzas sanas. Observó que esta obligación impone una hermenéutica distinta de las medidas adoptadas en los contenidos atacados, de la que no dio cuenta el actor, cual es la que dichas medidas deben inscribirse dentro de una política general de los Municipios, según la cual el presupuesto tiene como uno de sus principios inspiradores la garantía de sus acreedores. 

Para la Corporación, la acusación no puede ser interpretada bajo la idea de que las medidas dispuestas en la proposición jurídica demandada, tienen el efecto de insolventar a los Municipios para desproteger a quienes tienen créditos contra estos entes territoriales. Esta solo cobraría sentido si se entiende que la recriminación contra el artículo objeto de control plantea una supuesta precaria protección del patrimonio de los acreedores eventuales de un Municipio, sentido que no es el de la demanda. Por esto, el cargo tiene como punto de partida una interpretación errada del alcance de la disposición acusada. Si bien la Sala Plena puede identificar el sentido de los argumentos expuestos por el actor e interpretarlos, lo cierto es que las justificaciones de la acusación no se dirigen a presentar una duda de inconstitucionalidad de la norma, ni se explica por qué el patrimonio del Municipio, que sí constituye prenda de sus obligaciones, no garantiza suficientemente los derechos de los acreedores. Por consiguiente, no era posible efectuar un examen de fondo sobre la constitucionalidad de la disposición acusada.
